
 
 
Tema: DERECHOS INTELECTUALES  
Subtema: “Doctrina, legislación y jurisprudencia, nacional e internacional” 
 
INTRODUCCIÓN 
La propiedad intelectual nace y se desarrolla en países con niveles de creación y 
desarrollo industrial avanzados. La cuna se encuentra en Europa y se "exporta" a los 
Estados Unidos poco tiempo después de su independencia. En América Latina y el 
Caribe, la expansión de la legislación especializada tiene lugar en los albores de su 
independencia, pero se afina bajo la influencia de los tratados clásicos. Hay una 
simbiosis importante entre el sistema internacional de la propiedad intelectual y el 
desarrollo de los regímenes nacionales. En este sentido, hay probablemente pocas 
esferas del derecho donde el sistema internacional haya sido tan influyente y decisivo. 
Con respecto a América Latina y el Caribe, esta afirmación es ambivalente. Como se 
examina en este capítulo, la región tuvo a lo largo de los años una actitud crítica respecto 
del sistema internacional expresado en los tratados clásicos de propiedad intelectual. 
Aquí pretendemos explicar las sinergias entre el sistema nacional y el internacional. 
Empezamos por describir brevemente la evolución del sistema y cómo éste se expandió 
en la región. El próximo capítulo explica el gran cambio ocurrido en la década de los 
noventa. 
Quizás, las dos características más importantes que pueden describir la evolución 
histórica de la propiedad intelectual sean su fortalecimiento y globalización. 
Fortalecimiento, en el sentido en que las nuevas normas que se han ido adoptando a lo 
largo del tiempo, tanto en el ámbito nacional, regional como multilateral, han tenido una 
clara tendencia a hacer cada vez más rigurosa la protección legal, en términos de 
duración, alcance y contenido y de limitación de excepciones. Globalización, porque un 
mayor número de países participa en la elaboración y adhesión a esas normas, 
incorporándose en mayor número a los tratados multilaterales. El grado y calidad de esa 
participación no es absolutamente evidente.  
Los tratados internacionales han jugado un papel central en la expansión de la propiedad 
intelectual al universo de la comunidad de naciones. Globalización también, en el 
sentido en que la reciente evolución del sistema sugiere, a la vez, la adopción de 
estándares mínimos de protección (ADPIC) y una armonización más intensa .  
En el presente trabajo de seminario abordaremos el tema de los derechos intelectuales a 
la luz de las opiniones doctrinarias, observaremos su evolución legislativa y 
analizaremos la jurisprudencia nacional e internacional. Además trataremos el tema de la 
protección de inventos tecnológicos. 
En el primer capítulo nos introduciremos en los derechos de autor. 
En el segundo capítulo veremos la evolución histórica nacional e internacional de los 
derechos intelectuales. 
En el tercer capítulo estudiaremos la protección de inventos biotecnológicos. 
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Capítulo I 
 
“EL DERECHO DE AUTOR” 
 
Sumario: 1. El artículo 1° de la ley 11.723. Las obras protegidas. 2. Los programas de  
computación. 3. Las compilaciones de datos o de otros materiales. 4. Obras mencionadas 
en otros artículos de la ley 11.723. 5. Interpretación de los términos utilizados en el 
artículo 1º. 6. Los medios de expresión y de fijación no son obras. 7. No es necesaria la 
fijación en un soporte material. 8. La aptitud de la obra para ser reproducida. 9. Criterios 
ajenos a la protección. 10. Inmoralidad de la obra. 11. Obras originarias y obras 
derivadas. 12. La originalidad. 13. El título. 14. Obras no protegidas. 15. Las ideas y 
otros elementos no protegidos. 16. Comparación con la propiedad industrial. 17. Objetos 
de protección legal que no son obras. 
 
1. El artículo 1° de la ley 11.723. Las obras protegidas 
La obra es el objeto de la protección del derecho de autor. El art. 1° de la ley 11.723 lo 
especifica utilizando el método ejemplificativo: 
"A los efectos de la presente Ley, las obras científicas, literarias y artísticas comprenden 
los escritos de toda naturaleza y extensión, entre ellos los programas de computación 
fuente y objeto; las compilaciones de datos o de otros materiales; las obras dramáticas, 
composiciones musicales, dramático-musicales; las cinematográficas, coreográficas y 
pantomímicas; las obras de dibujo, pintura, escultura, arquitectura; modelos y obras de 
arte o ciencia aplicadas al comercio o a la industria; los impresos, planos y mapas; los 
plásticos, fotografías, grabados y fonogramas; en fin, toda producción científica, 
literaria, artística o didáctica, sea cual fuere el procedimiento de reproducción. 
La protección del derecho de autor abarcará la expresión de las ideas, procedimientos, 
métodos de operación y conceptos matemáticos pero no esas ideas, procedimientos, 
métodos y conceptos en sí". 
Es habitual que las legislaciones sobre la materia incluyan, con inten¬ción pedagógica, 
una enumeración ejemplificativa de las obras protegidas, no taxativas y similares a la del 
primer párrafo transcripto. 
Para destacar que la enumeración tiene carácter abierto, nuestra ley recurre a la 
expresión "en fin, toda producción, científica, literaria, artística o didáctica sea cual 
fuere el procedimiento de reproducción". Giros de expresión semejantes fueron 
utilizados en el Tratado de Montevideo sobre propiedad literaria y artística (1889), en la 
Convención de Buenos Aires (1910), en la Convención de Washington (1946) y en la 
derogada ley 7.092, que incluía sólo once ejemplos. Si bien la locución "en fin" ha sido 
criticada desde el punto de vista de la técnica legislativa, pone de manifiesto que la 
enumeración no es cerrada, es decir, que se aparta del criterio de establecer un numerus 
clausus que determine que cualquier nueva modalidad de obra, para gozar de tutela, debe 
ser previamente incorporada a la enumeración legal. Las convenciones mundiales 
(Convenio de Berna, art, 2°, y Convención Universal, art. I) utilizan la expresión "tales 
como". La cantidad de ejemplos no es indicativa de que una norma sea más abarcativa 
que otra. 
El derecho de autor protege toda clase de obras intelectuales. Tradicionalmente, la 
protección está reservada a las llamadas creaciones intelectua¬les de forma: las obras 
originarías y las obras derivadas (adaptaciones, tra¬ducciones, compilaciones, 
anotaciones y comentarios; resúmenes y extrac¬tos, arreglos musicales y otras 
transformaciones), independientemente de su modo y forma de expresión. 
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Desde el punto de vista de su naturaleza, el carácter de cada uno de los géneros de obras 
literarias, artísticas, científicas y didácticas, depende de otras disciplinas, como la 
poética, que se define como "el conjunto de princi¬pios o reglas, explícitos o no, que 
observan un género literario, una escuela o un autor" , la epistemología, a la que 
corresponde fijar las pautas para que una obra pueda ser considerada científica, etc. Así, 
las distintas áreas del saber establecerán, de acuerdo con sus propios cánones, cuáles son 
las características que cada obra debe poseer. 
Al derecho de autor sólo le compete determinar cuándo las obras gozan de la tutela 
legal. Para ello, lo que interesa es el significado corriente de cada uno de los términos, 
aunque conocer la conceptuación de la ciencia propia de cada disciplina tenga un valor 
complementario, como se verá respecto de la protección de la obra cualquiera sea su 
mérito. 
Como se advierte, a los efectos de la protección no es indispensable sa¬ber si una obra 
pertenece a una u otra categoría. Las fórmulas que habitual-mente se utilizan para hacer 
referencia a las distintas categorías de obras que son objeto de la protección son 
similares y más o menos extensas; mien¬tras el art. 1° de nuestra ley 11.723 menciona al 
comienzo las "obras científi¬cas, literarias, artísticas''^ al final agrega las "didácticas", 
otras legislaciones se refieren a "obras literarias y artísticas" (Convenio de Berna, 
Bélgica, Cosía Rica, Dinamarca, Honduras, Luxemburgo) o a "obras literarias, 
científicas y artísti¬cas" (Convención Universal, Alemania, Bolivia, Colombia, China, 
Él Salva¬dor, España, Países Bajos, Venezuela), o bien a "obras intelectuales". 
Como surge de la ejemplificación precedente, se trata de referencias más o menos 
genéricas a algunas categorías clásicas; las no mencionadas no es¬tán excluidas porque 
esas categorías también son ejemplificativas. 
Para clarificar este aspecto, el ejemplo de las obras científicas resulta ade¬cuado porque 
no están protegidas en razón de su contenido o de su finali¬dad; los tratados de física, 
química, medicina, derecho, etcétera, no gozan de la tutela por ser obras científicas sino 
por ser obras literarias, del mismo modo que un film didáctico sobre las culturas 
precolombinas o sobre técni¬cas quirúrgicas está protegido por ser una obra 
cinematográfica . 
La descripción del objeto protegido que hace la ley es muy general y cada una de las 
palabras utilizadas no se, refiere a categorías que excluyan a las otras, de modo que una 
obra científica puede tener valor como obra litera¬ria o como obra artística, y viceversa. 
Cualquiera que sea la categoría en que se encuadre una obra, ello no tendrá 
consecuencias jurídicas, o serán muy sutiles. 
La mención de los géneros de obras en el art. 1° se completa, sin el pro¬pósito de agotar 
la lista, con veinte ejemplos que no se corresponden, nece¬sariamente, con alguna de las 
cuatro categorías mencionadas. 
En el art. 1° de nuestra ley se observa una técnica similar a la seguida en las 
convenciones internacionales: art. 5° del Tratado de Montevideo (1889); art. 2° de la 
Convención de Buenos Aires (1910); art. 3° de la Convención de Washington (1946); 
art. I de la Convención Universal (1952) y art. 2° del Con¬venio de Berna. En todos los 
casos la enumeración es sólo a título ejemplificativo, aunque las obras mencionadas 
varíen según los distintos textos convencionales. 
 
2. Los programas de computación 
En la actualidad, el consenso acerca de que los programas de computa¬ción constituyen 
obras del intelecto protegidas por el derecho de autor puede considerarse universal, al 
menos en el ámbito legislativo, pues no sólo se encuentran mencionados en las leyes 
nacionales sino también en diversos instrumentos regionales e internacionales, en 
particular, en el Acuerdo so¬bre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual 
relacionados con el Comercio (AADPIC) de la Organización Mundial del Comercio 
(OMC), del que forman parte 142 países, entre ellos, la Argentina . Ello no excluye que 
un programa de computación pueda constituir una invención patentable cuando reúna los 
requisitos al efecto. 
El art. 10, § 1, del AADPIC establece que, sean programas fuente o pro¬gramas objeto, 
los programas de computación se protegerán como obras li¬terarias en virtud del 
Convenio de Berna (1971). De modo que todas las nor¬mas del Convenio de Berna 
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aplicables a las obras literarias se aplicarán tam¬bién a los programas de computación, 
por ejemplo, respecto del plazo de protección. 
En consecuencia, en virtud del AADPIC los Estados Miembros deben pro¬teger a los 
programas de computación "como obras literarias", lo cual tiene por objeto destacar: 
a) que deben protegerse por el derecho de autor;  
b) que debe descartarse la aplicación de las disposiciones sobre otras clases de 
obras, como las de artes aplicadas respecto de las cuales se puede esta¬blecer un plazo 
menor de duración del derecho (25 años contados desde la realización de las obras) y 
cuya protección puede sujetarse a con¬dición de reciprocidad material, y  
c) que los programas de computación se benefician automáticamente de la misma 
protección de que gozan las obras literarias. 
Si bien la expresión "como obras literarias" resulta un tanto artificiosa para nuestro 
modo de entender los términos, pues obra literaria nos evoca más una novela, un poema, 
un ensayo, que un escrito con símbolos algebraicos, la ubicación de los programas de 
computación en el art. 1° de la ley 11.723, realizada por la ley 25.036, a continuación de 
"los escritos de toda naturaleza y extensión", es correcta porque la etimología de la 
palabra literatura es omnicomprensiva de todas las manifestaciones que empleen signos 
escri¬tos cualquiera sea su naturaleza. 
Antes de la ley 25.036, en nuestro país los tribunales reconocieron reite¬radamente al 
programa de computación la condición de obra protegida por la ley 11.723, dado el 
carácter abierto de la enumeración del art. 1°, y se dic¬taron numerosos fallos 
condenatorios en casos de reproducción no autori¬zada. También la Dirección Nacional 
del Derecho de Autor admitió el registro de programas de computación .  
 
3. Las compilaciones de datos o de otros materiales 
También a partir de la ley 25.036, en el art. 1° de la ley 11.723 se mencio¬nan, entre las 
obras protegidas, "las compilaciones de datos o de otros mate¬riales". Nuestro país 
cumplió así con la obligación de tutelarlas expresamen¬te en virtud del art. 10, § 2, del 
AADPIC, que establece: "Las compilaciones de datos o de otros materiales, en forma 
legible por máquina o en otra forma, que por razones de la selección o disposición de sus 
contenidos constituyan crea¬ciones de carácter intelectual, serán protegidas como tales. 
Esa protección, que no abarcará los datos o materiales en sí mismos, se entenderá sin 
perjuicio de cualquier derecho de autor que subsista respecto de los datos o materiales en 
sí mismos". 
Antes de la mencionada reforma, la ley 11.723 sólo se refería a las compilaciones de 
forma incidental en el art. 16 ("los colaboradores anónimos de una compilación colectiva 
no conservan derecho de propiedad sobre su con¬tribución de encargo y tendrán por 
representante legal al editor"). Sin embar¬go, atento al carácter abierto de la 
enumeración del art. 1°, la protección le¬gal de la labor que importa la realización de 
una compilación fue reiterada¬mente reconocida por nuestros tribunales. 
La importancia y el valor económico de las compilaciones de datos cam¬biaron en 
forma muy significativa con las computadoras pues éstas dieron lugar a las bases —o 
bancos— de datos y permitieron el tratamiento de ma¬sas ilimitadas de informaciones y 
su transmisión casi instantánea a cual¬quier lugar del mundo. Las posibilidades de 
almacenamiento en microchips, CD Rom, etcétera, y en memorias de computadora para 
su acceso en línea se amplían cada vez más. 
La formación de una base de datos demanda una importante inversión económica. 
Requiere la organización electrónica de datos e información, un sistema de manejo de 
bases de datos, un control que permita a los usuarios del sistema ingresar a él de acuerdo 
con sus derechos de acceso, la admi¬nistración o el manejo de los datos, el diseño de la 
base de datos y de su estructura, así como la selección de los datos y la puesta en 
funcionamiento del programa de computación que permite operarlo. 
Si los datos que se incluyen en la compilación no están protegidos por el derecho de 
autor, tanto por ser datos fácticos como obras no protegidas por el derecho de autor 
(como sucede con las disposiciones legales, las sen¬tencias de tribunales judiciales y 
administrativos, etcétera), pueden ser in¬cluidos sin restricciones. Pero, aun cuando el 
titular de la base de datos no deba pedir autorización ni pagar por ingresar los textos a la 
memoria de una computadora, sin embargo hay que tomar en cuenta que el sistema 
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requiere una inversión que necesita de protección contra los usos no autorizados. Pero 
esta protección no le otorgará al titular exclusividad alguna so¬bre los datos con los que 
se forma la base, de modo que podrán ser utiliza¬dos por otros, aunque sin aprovecharse 
del aporte ajeno . 
El art. 10, § 2, del MDPIC se basa en el art. 2°, § 5, del Convenio de Ber¬na (Acta de 
París, 1971) (41) al establecer el requisito de que constituyan crea¬ciones de carácter 
intelectual por la originalidad o individualidad en la selec¬ción y la disposición de las 
materias, pero es mucho más abarcativo. Mientras el art. 2°, § 5, del Convenio se refiere 
a las colecciones "de obras literarias y artísticas", la norma del AADPIC protege también 
las compilaciones origina¬les de elementos no protegibles (datos u otros materiales), 
dejando a salvo, además, "cualquier derecho de autor" que subsista respecto de los 
da¬tos o materiales considerados en sí mismos . 
 
4. Obras mencionadas en otros artículos de la ley 11.723 
En distintos artículos de la ley se encuentran varios ejemplos más de obras protegidas: 
comentarios, críticas, notas, colecciones, antologías (art. 10); obras por entregas o 
folletines (art. 18); traducciones, refundicio¬nes, adaptaciones, modificaciones o 
transportaciones de otra obra (arts. 4°, 25 y 26); parodias (arts. 25 y 26); discursos 
políticos o literarios, conferen¬cias, discursos parlamentarios —obras literarias orales— 
(art. 27); artículos y otras colaboraciones en diarios, revistas u otras publicaciones 
periódicas (art. 28), cartas (arts. 32 y 33) (43) y croquis (art. 55). 
Aunque dichas menciones no se hacen para completar la nómina de obras protegidas 
sino para determinar el alcance particular de la protección, todas ellas se consideran 
obras incluidas en la enumeración del art. 1° de conformidad con su carácter 
enunciativo. 
También la jurisprudencia menciona otras obras como incluidas en el art. 1°: los 
catálogos, folletos, álbumes; los escritos judiciales; los diccionarios, los almanaques o 
anuarios; las guías; los planes pu¬blicitarios; las frases publicitarias —estas últimas 
también son registrables como marcas cuando presentan originalidad—, y los 
pro¬gramas de televisión. 
Las ejemplificaciones contenidas en la ley tienen la virtud de que cier¬tas categorías de 
obras quedan acuñadas como tales: no se puede discutir si una obra musical o una obra 
cinematográfica es una obra literaria o una obra artística a los efectos legales. Pero la 
ventaja de la tipificación conlleva el peligro de hacer perder de vista el carácter abierto 
de las enumeraciones y de que se caiga en el error de pensar que sólo están protegidas 
las crea¬ciones expresamente mencionadas. 
 
5. Interpretación de los términos utilizados en el artículo 1º 
Los términos utilizados en la norma deben entenderse en forma amplia. También en la 
ejemplificación de las obras se recurre a la acepción corriente y sólo en las zonas grises 
será necesario investigar si se trata de una obra protegida por el derecho de autor. 
Ya se ha señalado que el art. 1° comienza haciendo referencia a tres gran¬des categorías 
de obras: científicas, literarias y artísticas. Para el derecho de autor, obra es la expresión 
personal de la inteligencia que desarrolla un pen¬samiento que se manifiesta bajo una 
forma perceptible, tiene originalidad o individualidad suficiente, y es apta para ser 
reproducida y comunicada al público. 
Las obras literarias son las que se expresan por escrito u oralmente. La literatura, palabra 
que proviene de letras, se entiende como el arte que em¬plea como instrumento la 
palabra y comprende no sólo las producciones poéticas, sino también las obras en que 
caben elementos estéticos como las oratorias, históricas y didácticas. 
La voz críe puede entenderse como la virtud, la disposición y la habilidad para hacer 
alguna cosa, y las bellas artes como cualesquiera de las que tienen por objeto expresar la 
belleza, entre ellas la pintura, la escultura y la arquitec¬tura. Cuando se utiliza como 
calificativo debe entenderse como pertenecien¬te o relativo a las artes, especialmente las 
que se denominan bellas. 
En filosofía se puede usar la palabra arte en distintos sentidos relacio¬nados con cierta 
virtud o habilidad para hacer o producir algo: arte mecáni¬co, arte liberal, de las bellas 
artes si se apela al sentido estético. Estos concep¬tos están ligados por la idea de hacer 
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algo siguiendo ciertos métodos o mo¬delos. Arte también se emplea para aludir al arte 
manual, a una industria o a un oficio, y así se utiliza en el derecho de patentes donde la 
altura inventi¬va se refiere al estado del arte . 
El concepto de obra artística es propio de un estado avanzado del desa¬rrollo humano. 
Según Germain Bazin, "el hombre primitivo estaba animado de la convicción profunda 
de que creaba. Para él la imagen no es un simula¬cro; provista de las mismas facultades 
vivientes que el ser reproducido, es una operación mágica por la cual el hombre 
manifiesta su poder en el orden cós¬mico. Sabemos que nuestro antepasado de la Edad 
de Piedra no pintó o mode¬ló con sus manos formas naturales con la intención de 'hacer 
obra de arte', sino que lo hizo para asegurar la reproducción de la caza, atraer a ésta a sus 
tram¬pas o, incluso, para hacer suya la fuerza de las bestias feroces. El artista primiti¬vo 
es un mago cuyo dibujo tiene un valor de encantamiento, y si se ciñe con tanta atención 
a la verdad viva, es para dar a estas formas el máximo valor de reproducción, la virtud 
propia de la criatura" . 
Platón hablaba de hacer algo con arte o sin arte, pero, según Ferrater Mora, sus ejemplos 
acerca de la necesidad de hacer las cosas "con arte" se aplicaron bien pronto a un arte 
intelectual, no manual, esto es, al arte de la palabra o del razonamiento. Sin embargo, 
como las otras actividades eran también artes, y como era arte asimismo la creación 
artística, la poesía, el término estaba lle¬no de ambigüedad y sólo podía ser entendido 
cabalmente dentro de un deter¬minado contexto. Aquello que, en la actualidad, 
llamamos las artes (en cuanto bellas artes) tiene un componente manual que los griegos 
solían poner de relieve. En la Edad Media se usó el término ars en la expresión de artes 
libera¬les en un sentido equivalente a "saber". Las artes liberales se distinguían de las 
serviles, que eran las artes manuales. Éstas incluían mucho de lo que se ha llamado 
"bellas artes", como la arquitectura y la pintura. Las bellas artes eran principalmente una 
cuestión de "oficio", no habiendo prácticamente diferen¬cia entre bellas artes y 
artesanía. Indistinción entre las dos últimas se acentuó en la época moderna y culminó 
en el Romanticismo, con la exaltación del "Arte". Por el contrario, en el curso del siglo 
XX, con las numerosas revoluciones ar¬tísticas y la quiebra de la rígida división entre 
las diversas bellas artes, se ha desdibujado la distinción entre arte y artesanía y se ha 
hecho problemática la división entre "arte" y "no arte", hasta llegar al desconcierto que 
se mani¬fiesta en la obra del artista francés Marcel Duchamp (1887-1968) quien 
experimentó con los objetos más triviales y los propuso como una categoría esté¬tica, 
como su célebre ready-made "Rueda de bicicleta" (1913), que se limita a dicho objeto 
montado sobre un banco de cocina . 
La misma diversidad de sentidos se encuentra al analizar el significado de los términos 
utilizados para hacer referencia a las otras obras artísticas incluidas en la enumeración 
del art. 1° de la ley 11.723; por ejemplo, el término pintura se refiere tanto a la tabla, 
lámina o lienzo en que está expresa¬da la obra, como a ésta, o al color preparado para 
pintar, o a una descrip¬ción o representación viva y animada por medio de la palabra. 
En cuanto a las obras científicas, se consideran tales aquellas en que los temas son 
desarrollados de manera adaptada a los requisitos del método científico. Incluyen tanto 
las obras de las ciencias exactas, naturales, médi¬cas, sociales, etcétera, como las obras 
literarias de carácter científico y las obras didácticas, los escritos de carácter técnico y de 
divulgación científica, las guías prácticas, los mapas, gráficos, diseños y obras plásticas 
relativos a la geografía, a la topografía y, en general, a la ciencia. 
Como se dijo, es frecuente encontrar críticas al empleo de la expresión obra científica 
como una categoría especial de obras protegidas por el derecho de autor. Así, con 
relación a la Convención Universal (Ginebra, 1952) que las menciona entre las obras 
protegidas, Arpad Bogsch considera que "la utilización de la palabra científica es 
desafortunada. El carácter científico de una obra no tiene importancia desde el punto de 
vista del derecho de autor" . 
En la jurisprudencia argentina se registran condenas por plagio de obras científicas; por 
ejemplo de “¿Qué es la acupuntura?”, de David Sussmann , y de “Los vengadores de la 
Patagonia trágica”, obra histórica de Osvaldo Bayer. 
Las obras científicas protegidas por el derecho de autor no comprenden ni las 
invenciones científicas, ni los descubrimientos, ni la labor de investi¬gación, ni las 
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iniciativas de orden científico, con total independencia de la originalidad de la 
experiencia o de la tesis. 
A su vez, los impresos y los fonogramas no son dos categorías o clases de obras; 
impreso es el resultado de un modo de fijación por presión y fonograma es toda fijación 
exclusivamente sonora de los sonidos de una eje¬cución o de otros sonidos .  
Cabe, entonces, hacer dos operaciones: una, con sentido práctico, cons¬tatar si se está 
ante una de las obras enumeradas o "tipificadas" por la ley, y otra, reconstruir los 
elementos cuando la percepción inmediata no respon¬de al canon habitual, como se 
planteó en las últimas décadas con los pro¬gramas de computación, cuestión que, como 
se vio en el ítem 2.2, tuvo so¬lución legislativa con la inclusión, en el art. 1° de la ley 
11.723, de los progra¬mas de computación fuente y objeto. Con anterioridad se indagó 
si los mapas mudos, las obras radiofónicas y las televisivas participaban del carácter de 
obras y el mismo cuestionamiento sé hizo respecto de un diseño industrial, de un eslogan 
y, más recientemente, de los bancos de datos, de las produc¬ciones multimedia, de las 
informaciones, como en su hora sucedió con las fotografías que, luego de algunas 
vacilaciones, al sancionarse la ley 11.723 se incluyeron entre las obras protegidas 
expresamente mencionadas en el art. 1° aunque se les reconoció un plazo de protección 
menor (art. 34,1a parte). 
De modo que tanto el alcance de la palabra obra, así como de los califi¬cativos literaria, 
científica, artística y didáctica, debe entenderse e interpretarse en sentido amplio, del 
mismo modo que la protección se acuerda con crite¬rio amplio, pues tanto los términos 
utilizados para aludir a esas grandes ca¬tegorías de obras como sus ejemplificaciones 
tienen una multiplicidad de acepciones y de sentidos. Este aspecto requiere que el 
intérprete se guíe de acuerdo con el orden normal de las cosas, es decir, con la naturaleza 
de los bienes tutelados por el derecho de autor que permite proteger a todas las pinturas 
pero que obliga a descartar los materiales que se emplean en di¬chas obras, al igual que 
un "derecho de autor del impresor", aunque el art. 1° incluya la palabra "impresos". 
 
6. Los medios de expresión y de fijación no son obras 
En la enumeración del art. 1° se mencionan tanto obras como medios de expresión y de 
fijación de éstas. La frase "los escritos de toda naturaleza y extensión" se refiere a la 
séptima acepción de la palabra escrito según el dic¬cionario de la lengua española de la 
Real Academia: obra o composición cien¬tífica o literaria, ya que escrito es un medio o 
forma de expresión, como lo es la forma oral sin que ello modifique ni la categoría de la 
obra ni la titulari¬dad sobre ésta. 
Según el Glosario de la Organización Mundial de la Propiedad Intelec¬tual (OMPI), 
escritos "son todas las clases de obras expresadas en forma escri¬ta, cualesquiera que 
sean los signos de la fijación. Los escritos abarcan una am¬plia gama desde creaciones 
literarias hasta repertorios o guías prácticas. El de¬sarrollo técnico hace necesario que se 
amplíe el concepto de escritos de modo que queden comprendidas no solamente todas 
las formas legibles por el hom¬bre sino también las formas legibles por máquina, como 
se ha hecho en varios países en relación con los programas de ordenador". 
Otro tanto sucede con los impresos; en ese contexto y de acuerdo con el mencionado 
diccionario, por impreso se entiende: libro, folleto u hoja im¬presa y con este sentido el 
término es utilizado también en varias de las con¬venciones internacionales citadas. 
Las mismas reflexiones corresponden tanto respecto de la mención de discos 
fonográficos como de fonogramas, expresión con que la ley 23.741 re¬emplazó a la 
anterior pues, como señaló la senadora Olijela del Valle Rivas al informar el proyecto, 
fonograma es la denominación adoptada por la ley 19.963 que aprobó el Convenio 
Fonogramas (Ginebra, 1971) para mencio¬nar "los distintos conceptos de soportes de la 
obra musical, como son el disco fonográfico, el casete u otros". De modo que el término 
fonogramas alude a un método de fijación como puede ser la impresión respecto de los 
li¬bros, lo cual no fue tomado en cuenta por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en la sentencia de 23 de febrero de 1995 dictada en autos "Mangiante, Guillermo c. 
AADI-CAPIF, A.C.R."  que revocó el fallo de la CNCiv., sala I, junio 4-1991 .  
 
7. No es necesaria la fijación en un soporte material 
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Es importante destacar que la ley no exige que la obra se encuentre fija¬da sobre un 
soporte material y por ello están protegidas las obras que se comunican al público en 
forma oral, las improvisaciones y las clases que se dictan en el marco de actividades 
docentes. 
En cambio, en algunas legislaciones el requisito de la fijación es decisi¬vo para la 
protección (como ocurre preponderantemente en los países del área del copyright), 
mientras que otras sólo la exigen respecto de cier¬tas clases de obras, como las 
coreográficas y las pantomímicas. El Con¬venio de Berna (art. 2°, § 2) determina que 
"queda reservada a las legislacio¬nes de los países de la Unión la facultad de establecer 
que las obras literarias y artísticas o algunos géneros no estarán protegidos mientras no 
hayan sido fija¬dos en un soporte material". 
 
8. La aptitud de la obra para ser reproducida 
Sin embargo, para nuestra ley es un requisito de la tutela legal que las obras sean aptas 
para ser reproducidas, como resulta de la primera parte del art. 1° al concluir: "en fin, 
toda producción científica, literaria, artística o didáctica, sea cual fuere el procedimiento 
de reproducción". 
En 1933, al dictarse la ley 11.723, dicha condición ya se encontraba en la ley 7.092 (art. 
2°, infine) y en los dos tratados internacionales sobre la mate¬ria de los que nuestro país 
formaba parte: en el art. 5°, infine, del Tratado de Montevideo sobre propiedad literaria 
y artística (1889) y en el art. 2° de la Convención de Buenos Aires (1910); en la ley 
7.092 y en el Tratado de Mon¬tevideo, con las mismas palabras utilizadas en el art. 1° 
de la ley 11.723; en la Convención de Buenos Aires, con la expresión y, en fin, queda 
comprendi¬da toda producción que pueda publicarse por cualquier modo de impresión o 
reproducción" . 
En el art. 3°, infine, de la Convención de Washington (1946) se emplea la expresión "y, 
en fin, toda producción literaria, científica o artística apta para ser publicada y 
reproducida". El Convenio de Berna no se refiere a la aptitud de la obra para ser 
reproducida y se limita a establecer en el art. 2°, § 1, que: "los términos 'obras literarias y 
artísticas comprenden todas las producciones del dominio literario, científico y artístico, 
sea cual fuere su modo o forma de expresión, tales como:...” 
 
9. Criterios ajenos a la protección 
Así como el reconocimiento de la protección del derecho de autor no se vincula con el 
medio o forma en que se expresa la obra, tampoco depende de su extensión, mérito o 
destino. Nada se exige al respecto. 
Como se dijo, no tiene efecto alguno que la obra esté expresada en for¬ma escrita u oral; 
que haya sido representada o fijada sobre una cinta sono¬ra o audiovisual. Tampoco 
interesan la forma en que la obra es difundida o comunicada al público ni su extensión, 
de modo que tanto una frase publi¬citaria como un aforismo, que son sumamente 
breves, gozan de protec¬ción al igual que una saga novelística, que suele ser muy 
extensa. 
Tampoco tienen relevancia el mérito de la obra, su valor cultural o artístico, ni que esté 
destinada a un fin cultural o a un fin utilitario, como sucede con los programas de 
computación, las obras de publicidad, los li¬bros de cocina, etcétera. Tanto está 
protegida una obra de filosofía o de teo¬logía, que demanda un gran esfuerzo de 
elaboración, como una guía de tu¬rismo, que suele requerir un trabajo de acopio y de 
ordenación más que de reflexión; una novela o una pintura, reconocida como de gran 
genio, como otra considerada elemental; una obra de trigonometría, tan alejada de las 
denominadas bellas artes, como un grabado, una escultura o un diseño in¬dustrial, 
contrapuestos por el destino —ya sea cultural o práctico— que los anima; una obra 
corriente y una paradigmática; todas gozan de protección jurídica. Lo contrario podría 
dar lugar a toda clase de arbitrariedades. 
Es necesario tener en cuenta la diferencia conceptual entre mérito —o valor— por un 
lado y originalidad por el otro. 
 
10. Inmoralidad de la obra 
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El juicio moral tampoco incide en la tutela de la obra. Un dibujo porno¬gráfico, un 
instructivo con formas o medios para matar o para suicidarse, una instigación al delito o 
a la sedición, un manual para enseñar a manejar armas, etcétera, podrán hacer pasibles a 
sus autores de sanciones penales —y también de censura—, pero su condición de obras 
protegidas no se ve afectada y tampoco las prerrogativas de que goza su autor, con 
independen¬cia de la opinión que, desde el punto de vista ético, le merezca al juzga¬dor. 
No existe ningún interés público en negarle la calidad de obra a aquella que se considera 
"inmoral", pues esto tiene el efecto de desprotegerla en beneficio de terceros que, en 
consecuencia, podrán usarla y explotarla sin ninguna autorización, o atribuirse su 
paternidad, porque, como es fácil de advertir, esa desprotección, en lugar de evitar el 
daño que pueden causar, eventualmente lo potencia. 
La desprotección de las obras por razones de "moralidad" es diferente del ejercicio del 
poder de policía, que el art. 17 del Convenio de Berna 
—Acta de París, 1971— deja a salvo respecto de los Estados Miembros al establecer: 
"Las disposiciones del presente Convenio no podrán suponer per¬juicio cualquiera que 
sea, al derecho que corresponde al gobierno de cada país de la Unión de permitir, vigilar 
o prohibir, mediante medidas legislativas o de policía interior, la circulación, la 
representación, la exposición de cualquier obra o producción, respecto de la cual la 
autoridad competente hubiera de ejercer este derecho". 
 
11. Obras originarias y obras derivadas 
Obra originaria es la primigenia, la que no deriva de otra y que, a su vez, puede ser el 
origen de otra obra a la que se denomina derivada. 
Obra derivada es aquella que depende de una obra preexistente, como sucede con las 
adaptaciones, las traducciones, las compilaciones, las anota¬ciones y los comentarios; 
los resúmenes y extractos; los arreglos musicales, y otras transformaciones. 
La expresión originaria no debe confundirse con original, porque todas las obras —las 
antecedentes y las derivadas— para gozar de la tutela del derecho de autor deben 
presentar la cualidad de originalidad. Pero, sea ori¬ginaria o derivada, la obra tendrá 
protección cualquiera sea el grado de su originalidad, ya que tanto las obras originarias 
como las derivadas pueden ser más o menos originales. 
 
12. La originalidad 
La originalidad (o individualidad) es condición necesaria para la pro¬tección; reside en 
la expresión, es decir, en la forma representativa, creativa e individualizada de la obra, 
aun cuando la creación y la individualidad sean mínimas. Si ese mínimo no existe, no 
hay obra protegida. 
A diferencia de lo que ocurre con las invenciones en que la novedad es un requisito para 
obtener la protección del derecho de patentes, el derecho de autor no exige tal condición, 
aunque las obras también pueden ser novedosas. Basta con que la obra exprese lo propio 
de su autor, que tenga impresa la marca de su personalidad. 
Por ello, algunos autoralistas consideran más adecuado el término indi¬vidualidad para 
hacer referencia a la condición de que la obra debe tener algo de individual y propio de 
su autor para gozar de la protección del de¬recho. 
Establecer si una obra tiene originalidad es una cuestión fáctica. Por cierto que la 
originalidad no se puede valorar del mismo modo en todas las clases de obras: en las 
científicas y técnicas que en las obras literarias de ficción, porque en las primeras el 
autor se encuentra condicionado en gran medida por los principios de la disciplina, por 
esquemas que son in¬variables por ser lugares comunes o por no haber disenso acerca 
de la cues¬tión. En la obra científica el autor se ve obligado a utilizar y comparar 
deter¬minadas fuentes bibliográficas, y éstas nutren y se reflejan en su trabajo. 
La originalidad tampoco puede apreciarse del mismo modo en compo¬siciones de 
música popular que en obras sinfónicas; en obras originarias que en obras derivadas . 
La creación intelectual no consiste para el derecho de autor en sacar algo de la nada y la 
originalidad de la obra no tienen que ser absoluta, como lo ha explicitado reiteradamente 
la jurisprudencia. La inspiración del autor no debe estar libre de toda influencia ajena. 
La obra puede ser ori¬ginal aunque el autor utilice elementos existentes, pues sólo se 
requie¬re que no haya copia o imitación de otra. 
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Las etapas del proceso de creación de una obra literaria son, básicamen¬te, tres: la 
concepción de la idea de la obra; su composición, es decir, la ela¬boración del plan de 
su desarrollo, y, por último, la expresión. Como para el derecho de autor no tiene 
relevancia la originalidad de la idea pues —como veremos más adelante— no está 
protegida en sí misma, la obra se conside¬ra original en virtud de su composición o 
contenido o de su expresión o for¬ma. 
En la realización de una obra literaria no interesa que el autor la manuscriba o que la 
tipee en una máquina de escribir o en una computa¬dora o que, como también puede 
ocurrir con las obras musicales, que la dicte o la grabe para que otra persona la 
transcriba. 
La cuestión es diferente en materia de obras artísticas o plásticas pues en éstas la 
realización personal por parte de su autor tiene importancia de¬cisiva en cuanto a la 
originalidad, no obstante lo cual puede variar según el tipo de obra artística de que se 
trate y la naturaleza de los aportes. 
En las obras musicales la originalidad resulta del conjunto de sus ele¬mentos 
constitutivos: la melodía, la armonía y el ritmo. Pero, para el derecho de autor solo se 
pueden adquirir derechos exclusivos sobre la melodía, que es equivalente a la 
composición o al desarrollo o expresión en las obras lite¬rarias. La melodía es una 
creación de forma; se refiere, de manera amplia, a todas las relaciones sonoras posibles 
en orden sucesivo; es una sucesión co¬herente de notas. A partir de ella se desarrolla 
una obra musical, simple o compuesta, con independencia de su acompañamiento. 
En cambio, no se pueden adquirir derechos exclusivos sobre la armonía porque la 
forman los acordes, es decir, la combinación de sonidos simultá¬neos, y el número de 
éstos es limitado. Tampoco sobre el ritmo —que es la distribución y la acentuación de 
las notas en el tiempo— porque no sería lógico otorgar derechos exclusivos sobre el 
tango, el bolero, el vals, la salsa, la cumbia, el merengue, la zamba, la bossa nova, etc., 
del mismo modo que no se pueden adquirir derechos exclusivos sobre los géneros 
li¬terarios. 
Una misma melodía puede armonizarse de distintos modos y ser obje¬to de cambios de 
ritmo. Cuando en una composición musical se cambian la armonización o el ritmo, o 
ambos a la vez, para poder identificar la melodía es necesario conocer música porque la 
obra sonará muy diferente aunque la melodía sea la misma y, por ello, para establecer el 
plagio el juez necesi¬tará del asesoramiento de expertos. Solo hay plagio si en una obra 
musical hubo apropiación de la melodía, y en aquello que tenga de original . 
 
13. El título 
El título individualiza a la obra y es una parte sustancial de ella; alude a su contenido o 
lo sugiere, permitiendo su identificación, relacionarla con su autor y con el éxito que ha 
alcanzado y evitar confusiones con otras obras. 
En nuestro país existe una generalizada coincidencia acerca de que, por ser una creación 
literaria y una parte significativa de la obra, el título es una materia regulada por el 
derecho de autor y por la ley 11.723; sin embargo, la falta de una disposición especial 
sobre los títulos en esta última ha llevado a plantear si la protección que se acuerda a las 
obras comprende también una protección especifica de sus títulos. La doctrina y la 
jurisprudencia se han pronunciado por la afirmativa (85) y sólo aisladamente se ha 
sostenido lo contrario. Pero el título protegido es el que designa una obra, es de¬cir, que 
no hay título protegido por el derecho de autor si no hay una obra, porque aquél forma 
parte de ésta. 
Es particularmente interesante el fallo de la Cámara Nacional Federal, sala Civil y 
Comercial, dictado el 29 de abril de 1969 en autos "Otamendi de Yaquinandi de Fino E. 
c. Maclas Francisco M." , en los que se debatió acerca del régimen legal que rige los 
títulos de las obras (en la es¬pecie, de las obras cinematográficas) y de si pueden 
considerarse marcas y registrarse como tales o si están protegidos por la ley 11.723 y no 
son sus¬ceptibles de inscripción marcaría. En el caso se trataba del título de una obra 
teatral que había adquirido gran popularidad y luego fue adaptada al cine: “La virgencita 
de madera”, de Ricardo Hicken, conocido autor, fallecido en 1940, cuya producción 
teatral comprende cuarenta y cuatro títulos. Va¬rios años después del estreno, los 
demandados adquirieron de la firma Mo¬nitor Pictures copias del film con derecho de 
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explotación por tiempo inde¬finido en todo el territorio de la República y, en tal 
carácter, registraron como marca el título del film para distinguir "películas 
cinematográficas" (clase 6 de la nomenclatura entonces vigente). A raíz de ello, la 
heredera del autor y titular del derecho se veía impedida de contratar una nueva versión 
cine¬matográfica de la misma obra teatral con su propio título, por lo cual de-mandó la 
nulidad del registro marcarlo efectuado por los demandados ale¬gando que los títulos de 
las obras cinematográficas se protegen por el de¬recho de autor y no son, por 
consiguiente, susceptibles de inscripción marcaria. En ambas instancias del fuero con 
competencia específica en ma¬teria de marcas se hizo lugar a la demanda. En la 
sentencia de segunda ins¬tancia, el doctor Vocos destacó que "los títulos de las películas 
cinematográfi¬cas, como las películas mismas, escapan a la esfera de la ley de marcas 
3.975" [a la sazón vigente]. Todos los derechos que el Estado les reconoce a los auto¬res 
están contenidos en la ley 11.723 aun en aquellos aspectos de orden econó¬mico. La 
propia actividad industrial o comercial, que colabora en la produc¬ción o difusión de las 
obras, no cambia de naturaleza a la creación artística que es lo fundamental de aquéllos 
y no las convierte en productos industriales ni comerciales en los que rige la ley de 
marcas. Por consiguiente, el título de una película, acordado como marca, para distinguir 
películas, no es válido, por¬que tanto éstas como sus títulos no son susceptibles de 
inscripción marcaria". 
Con referencia a los títulos en general y a las obras cinematográficas en particular, el 
doctor Vocos expresó: "El título, a mi juicio, forma un todo inseparable con la obra. La 
identifica, la nombra y el nombre como signo re¬presentativo permite recordarla. Y, si 
forma parte de la obra, necesariamente está sujeto a la regulación jurídica de la misma. 
Por tanto, debe regirse por las disposiciones de la ley 11.723 que expresamente, en su 
art. 1° coloca bajo su protección a las obras cinematográficas. Esta posición va 
sobreentendida en el régimen de la ley. Por ello es que en sus arts. 51,52,59,65y 72, inc. 
c), contiene disposiciones referentes al título" . 
Las disposiciones citadas de la ley 11.723 establecen: en el art. 51, que la enajenación de 
la obra confiere a su adquirente el derecho a su aprovecha¬miento económico sin poder 
alterar su título, forma y contenido; en el art. 52, que aunque el autor enajenare la 
propiedad de su obra, conserva sobre ella el derecho a exigir la fidelidad de su texto y 
título; en el art. 59, que el Registro de la Propiedad Intelectual hará publicar diariamente 
en el Boletín Oficial la nómina de las obras presentadas a inscripción con indicación de 
su título, autor, editor, etcétera; en el art. 65, que dicho Registro llevará los libros 
necesarios para que toda obra inscrita tenga su folio donde consta¬rán su descripción, 
título, nombre del autor, etcétera, y en el art. 72, inc. c), se tipifican como casos 
especiales de defraudación a la edición, la venta o la reproducción de una obra 
suprimiendo o cambiando el nombre del autor, el título de la misma o alterando 
dolosamente su texto. 
Durante las sesiones de la Comisión Parlamentaria encargada de estudiar el régimen de 
la Propiedad Intelectual, el senador Matías Sánchez Sorondo, cuya actuación principal 
en todo el proceso de formación de la ley 11.723, expresó: "Nosotros entendemos que el 
título de la obra forma parte de la obra (...). Y así como no se le puede permitir a nadie 
que plagie parte de esa obra, tampoco se le puede permitir que plagie el título" . 
En cuanto a la normativa internacional, cabe mencionar la Convención Interamericana 
de Washington de 1946, cuyo art. 14 establece: "El título de una obra protegida, que por 
la notoriedad internacional de esta última ad¬quiere un carácter distintivo que la 
identifique, no podrá ser reproducido en otra, sin el consentimiento del autor". 
En cambio, los títulos de los diarios y revistas constituyen marcas y se registran 
correctamente como tales porque, en si mismas, esas publicacio¬nes no son "obras" en 
el concepto del derecho de autor. Como destaca Breuer Moreno, el título del periódico lo 
identifica como mercadería, independien¬temente de su contenido —que varía todos los 
días— . Ello sin perjui¬cio de la protección de las obras que contienen dichas 
publicaciones perió¬dicas de acuerdo al art. 30, § 2 de la ley 11.723 y del registro de 
estas últimas en la Dirección Nacional de acuerdo al primer párrafo de la norma citada. 
Lo mismo sucede respecto del nombre de las editoriales, de las colec¬ciones y de sus 
diversas secciones, mientras que los títulos de las obras iden¬tifican a éstas y a su autor. 
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14. Obras no protegidas 
a) Los textos oficiales. Se consideran textos oficiales todas las normas le¬gales de 
cumplimiento obligatorio: leyes, decretos, reglamentos, ordenan¬zas, resoluciones, 
etcétera. Aun cuando pueden ser obras originales, a su res¬pecto prevalece la necesidad 
de propender a su libre difusión y reproduc¬ción, pues nadie puede excusarse de su 
cumplimiento alegando ignorancia o desconocimiento de la ley (Código Civil, art. 20). 
De modo que el Anteproyecto de reformas del Código Civil Argentino de Juan Antonio 
Bibiloni  es una obra protegida, mientras que el Código Civil redactado por Dalmacio 
Vélez Sarsfield es también una obra pero no está protegida como tal. Sucede que, en el 
momento de transformarse en norma, se modifica la naturaleza de la obra y no es 
susceptible de ser pro¬tegida por el derecho de autor por razones que pertenecen al 
sistema políti¬co constitucional, los derechos de autor son derechos subjetivos privados 
y, sólo como tales, el Estado puede ser titular de ellos. No existe derecho de autor sobre 
las normas jurídicas aunque el Estado pueda controlar la fideli¬dad de su reproducción 
cuando son publicadas. 
Es curioso constatar que el Convenio de Berna (art. 2°, § 4, del Acta de París, 1971) 
reserva a los Países Miembros la facultad de determinar la pro¬tección que han de 
conceder a los textos oficiales de orden legislativo, ad¬ministrativo o judicial, asf como 
a las traducciones oficiales de estos textos. Es probable que en ello haya influido el 
hecho de que, en algún país unionista, las normas jurídicas se consideran obras 
protegidas. Asimismo, en otros, se requiere la autorización del Estado para su 
reproducción (por ejemplo, Venezuela, art. 138). 
También se excluyen de la tutela la difusión y la reproducción de los trabajos oficiales 
preparatorios de las normas legales, las memorias, los in¬formes, etcétera, realizados por 
el Estado —nación, provincias y munici¬pios—, los debates parlamentarios —salvo 
cuando la publicación sea con fines de lucro (ley 11.723, art. 27: "Los discursos 
parlamentarios no podrán ser publicados confines de lucro sin la autorización del 
autor")— y las deci¬siones de los órganos jurisdiccionales —judiciales y 
administrativos—. Tam¬poco están protegidas las traducciones oficiales de estos textos; 
en cambio, si lo están las traducciones no oficiales, al igual que los resúmenes de 
sen¬tencias y sus recopilaciones que presentan originalidad en la selección o la 
disposición de los materiales. 
b) Las noticias del día y las informaciones de prensa. También están ex¬cluidas de la 
tutela, la utilización, la transmisión y la retransmisión de las noticias de interés general. 
Al respecto, el art. 28 de la ley 11.723 establece en la segunda parte: "Las noticias de 
interés general podrán ser utilizadas, trans¬mitidas o retransmitidas; pero cuando se 
publiquen en su versión original será necesario expresar la fuente de ellas". 
En el Convenio de Berna las noticias del día y los sucesos que tengan eí carácter de 
simples informaciones de prensa están expresamente excluidos de la protección (art. 2°, 
§ 8, del Acta de París, 1971). 
Las noticias informativas también están exceptuadas en la Convención Interamericana 
de Washington, 1946 (art. 6°, § 3), donde se establece que: "La protección de la presente 
Convención no se aplicará al contenido informa¬tivo de las noticias del día publicadas 
en la prensa". 
En cambio, el derecho de autor protege los artículos de fondo, sean o no de actualidad, 
los reportajes, los editoriales y los comentarios; deman¬dan un esfuerzo de análisis y 
opinión que refleja la personalidad de su au¬tor. 
 
15. Las ideas y otros elementos no protegidos 
A partir de la ley 25.036, el art. 1° se completa, en la segunda parte, con un criterio 
general de protección de las obras: "el derecho de autor protege las creaciones formales 
y no las ideas, procedimientos, métodos y conceptos en sí". Con este enunciado nuestro 
país cumplió con la obligación de incorporar en su legislación nacional el art. 9°, § 2, del 
AADPIC. 
a) Las ideas. Aunque en el texto anterior a la reforma dicho criterio gene¬ral no aparecía 
expresamente en el texto legal, tanto la doctrina como la ju¬risprudencia coincidían en 
que el derecho de autor no protege las ideas con¬tenidas en la obra sino sólo las 
creaciones formales, es decir, la expresión forma! del desarrollo del pensamiento. 
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La protección del derecho de autor abarca, pues, las expresiones parti¬culares de las 
ideas, pero no las ideas en sí mismas, ni las subyacentes. 
b) Otros elementos no protegidos. En la segunda parte del art. 1° de la ley 11.723 
también se excluyen de la protección los procedimientos, métodos de operación y 
conceptos matemáticos en sí mismos. Tampoco están prote¬gidos otros elementos en sí 
mismos, como los acontecimientos, temas, siste¬mas, géneros y estilos literarios o 
artísticos, formas literarias, maneras artís¬ticas, vocabularios, orientaciones, iniciativas y 
descubrimientos científicos. 
En cambio, es ilícito tomar el conjunto de los elementos que reflejan la individualidad de 
la obra. 
La exclusión de la tutela de las ideas y de otros elementos tomados en sí no se debe a la 
falta de mérito, pues su valor intelectual o comercial puede ser muy grande, sino a que 
sólo se otorgan derechos exclusivos sobre los productos del intelecto cuya exclusividad 
no importe una traba a la multi¬plicidad de creaciones. Si el primer autor que escribió 
una novela policial (según unos William Wilkie Collins, para otros Edgar Allan Poe) 
hubiera ad¬quirido un derecho exclusivo sobre este género, los demás no habrían 
po¬dido escribir las ingeniosas y brillantes obras que crearon. Lo mismo suce¬de con 
determinada métrica de poesía o con cierto principio de ciencia o de arte. 
c) Aplicación práctica o aprovechamiento industrial. El derecho de autor no otorga un 
derecho exclusivo de explotación sobre la puesta en práctica de lo descrito en la obra: tal 
el caso de los planes financieros, las operaciones quirúrgicas, las recetas de cocina, los 
sistemas de construcción, etcétera. 
En relación con las ideas contenidas en las obras científicas, la Conven¬ción 
Interamericana de Washington (1946) dispone en el art. 4°, tercer párrafo: "El amparo 
conferido por la presente Convención no comprende el apro¬vechamiento industrial de 
la idea científica". 
El derecho de autor cubre la utilización de las obras por medio de su reproducción y 
comunicación pública. La protección de la aplicación prácti¬ca o el aprovechamiento 
industrial de las concepciones intelectuales corres¬ponde a las leyes sobre propiedad 
industrial —de patentes de invención y modelos de utilidad y de modelos y diseños 
industriales—; en cambio, la reproducción y la comunicación pública de la descripción e 
ilustración de aquellas son materia del derecho de autor . 
 
 
16. Comparación con la propiedad industrial 
a) Patentes de invención. La ley 24.481 de patentes de invención y mode¬los de utilidad 
establece en el art. 6° que no se considerarán invenciones: los descubrimientos, las 
teorías científicas y los métodos matemáticos; las obras literarias o artísticas o cualquier 
otra creación estética, así como las obras científicas; los planes, las reglas y los métodos 
para el ejercicio de ac¬tividades intelectuales, para juegos apara actividades económico-
comercia¬les, así como los programas de computación; las formas de presentación de 
información; los métodos de tratamiento quirúrgico, terapéutico o de diag¬nóstico 
aplicables al cuerpo humano y los relativos a animales; toda clase de materia viva y 
sustancias preexistentes en la naturaleza y, en el art. 7°, dispone que no es patentable la 
totalidad del material biológico y genético existente en la naturaleza o su réplica. 
Las creaciones intelectuales citadas en el párrafo anterior no podrán be¬neficiarse con 
una patente, pero nada impide que el material literario en el que están descritas goce de 
la tutela de la ley 11.723. 
Aunque una solicitud de patente es susceptible de la protección de la ley 11.723 como 
obra literaria (la descripción de la invención) o como obra artís¬tica (los planos y 
dibujos que acompañen la descripción), esto suele pasar inadvertido en razón de que el 
sistema de patentes exige la publicidad de las memorias descriptivas de las invenciones. 
Es por ello que el inventor carece del derecho exclusivo de autorizar o prohibir su 
publicación, en cuanto la di¬vulgación de la solicitud de la patente y de sus anexos es la 
contrapartida del derecho exclusivo de explotación que concede la patente. A diferencia 
de lo que ocurre en el derecho de autor, en el derecho de las patentes de invención la 
novedad es un elemento esencial y, por ello, los inventores deben tener acce¬so a todo el 
material conocido, incluido el patentado. 
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Las diferencias esenciales entre el derecho de autor y el derecho sobre las invenciones 
radican, principalmente: 
• en que la patentabilidad se sujeta a que la invención cumpla con los requisitos básicos 
de: 1) novedad (que la invención sea nueva), 2) actividad inventiva (que exista un cierto 
grado de altura inventiva —o no obviedad—) y 3) que sea posible su aplicación 
industrial ;  
• en el concepto de creación con aptitud de transformar materia o ener¬gía para su 
aprovechamiento por el hombre; 
• en que su tutela consiste en la aplicación practica de la invención, me¬diante la 
fabricación, el uso, la oferta para la venta, la venta o la importa¬ción, cuando se trata de 
un producto, y su utilización cuando se trata de un procedimiento; 
• en el origen del derecho, pues el derecho exclusivo sobre la invención patentada es 
adquirido en virtud de un acto administrativo —la patente—, en tanto que en el derecho 
de autor nace del acto de creación de la obra; 
• en la explotación, ya que es en este plano donde el derecho de autor y el derecho de 
patentes se separan radicalmente: mientras la invención es ex¬plotada en su aplicación 
práctica, ello no sucede con las obras amparadas por el derecho de autor. Los ejemplos 
tradicionales son las recetas de coci¬na y los planes financieros; están tutelados por el 
derecho de autor si se publican en una obra pero no conceden a sus autores derechos 
exclusivos a elaborar los platos o a ejecutar los planes. El derecho del autor de un plano 
de arquitectura cubre su publicación y su utilización para erigir un edificio, mientras que 
un sistema de construcción de casas prefabrica¬das, por ejemplo, puede ser motivo de 
una patente pero no está tutelado por el derecho de autor. 
b) Modelos y diseños industriales. Tanto el decreto-ley 6.673/63 (ratifica¬do por la ley 
16.478) como la ley 11.723 establecen la tutela de los modelos y diseños industriales, 
aunque con la limitación de que no pueden ser in¬vocadas ambas normas 
simultáneamente en la defensa judicial de los dere¬chos (art. 28, decreto-ley 6.673/63). 
Algunos autores consideran que existen ciertos modelos o diseños que no reúnen altura 
creativa o artística para ser protegidos por el derecho de autor. No participamos de este 
criterio tanto porque la doble protección está prevista en una norma posterior (la ley 
so¬bre modelos y diseños industriales), como porque adscribimos a la teoría de la 
unidad del arte. 
Las dos grandes convenciones internacionales multilaterales sobre de¬recho de autor—
el Convenio de Berna (art. 2°, § 7) y la Convención Univer¬sal (art. IV, § 3)— también 
contemplan esta doble posibilidad respecto de las obras de artes aplicadas y de los 
dibujos y modelos industriales extran¬jeros. 
c) Marcas, Pese a la diferencia notoria entre el objeto del derecho de marcas y el del 
derecho de autor (las marcas no son obras, o bien no se tutelan por su carácter de tales), 
se producen múltiples situaciones de con¬flicto. Se encuentra razonablemente aceptado 
que los títulos de las obras —comprendidas las cinematográficas y las televisivas— no 
son pasibles de registro o tutela marcaria. No sucede lo mismo cuando estos títulos o el 
nombre de los personajes son registrados para su explotación mediante su mercadeo o 
merchandising. Un problema más complejo se plantea en el caso de los dibujos y 
modelos industriales cuando se utilizan en envases que contienen productos registrados 
como marcas; su problemática acon¬seja que sea analizada en los trabajos sobre derecho 
de marcas. 
d) Protección contra la competencia desleal Este régimen no necesaria¬mente es propio 
del derecho de propiedad industrial o del derecho de au¬tor. Puede analizarse como 
complementario de ambos sistemas jurídicos en la medida en que no los desnaturalice 
otorgando protección en supuestos en los que la normativa específica ha procurado 
mantener una desprotección en beneficio del interés general . 
 
17. Objetos de protección legal que no son obras 
a) Los objetos de la protección de los derechos conexos. No son obras ni las 
interpretaciones o ejecuciones, objeto del derecho de los artistas intér¬pretes o 
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ejecutantes —que tienen un tratamiento especial en el art. 56—, ni las señales de 
radiodifusión (radio y televisión) y de cable, ni los fonogramas —a los que ya se hizo 
referencia—; éstos son los objetos de la protección de los denominados derechos 
conexos o vecinos. 
b) La imagen de las personas. En la ley 11.723 se encuentran varias nor¬mas (arts. 31,33 
y 35) referidas a una cuestión que escapa a la naturaleza de nuestra materia: el derecho 
de la persona retratada sobre su imagen por¬que, a diferencia del retrato, la imagen 
personal no es una obra aunque su custodia se encuentre regulada dentro de la ley 
11.723; como otros dere¬chos de la personalidad general —o derechos personalísimos— 
correspon¬de que sea legislado en el Código Civil; así se ha hecho en el Proyecto de 
Código Civil de 1998, en especial en el art. 107 referido al derecho a la ima¬gen. 
El art. 31 de la ley 11.723 dispone: 
"El retrato fotográfico de una persona no puede ser puesto en el comercio sin el 
consentimiento expreso de la persona misma, y muerta ésta, de su cónyuge e hijos o 
descendientes directos de éstos, o en su defecto, del padre o la ma¬dre. Faltando el 
cónyuge, los hijos, el padre o la madre, o los descendientes di¬rectos de los hijos, la 
publicación es libre. 
La persona que haya dado su consentimiento puede revocarlo resarciendo daños y 
perjuicios. 
Es libre la publicación del retrato cuando se relacione confines científicos, didácticos y, 
en general, culturales, o con hechos o acontecimientos de interés público o que se 
hubieran desarrollado en público". 
Esta norma reconoce el señorío absoluto de la persona retratada —y a su muerte, de 
determinados herederos— a autorizar la publicación de su retrato. Si bien sólo menciona 
el retrato fotográfico, en esta expresión están comprendidas todas las formas de fijación 
de la imagen, cualquiera sea el modo de reproducción o de comunicación pública. Como 
destacó el tribunal en "W. de F., C.F. c. Ediarte, S.A.", CNCiv., sala D, octubre 10-1996 
, "La expresión 'poner en el comercio', usada en el art. 31 de la ley 11.723, debe 
entenderse en el sentido amplio de exhibición, difusión o publi¬cación con cualquier 
finalidad (cf. Zavala de González, 'Derecho a la intimi¬dad', pág. 95)”. 
De acuerdo a la primera parte del art. 35, "el consentimiento a que se re¬fiere el artículo 
31 para la publicación del retrato no es necesario después de transcurridos veinte años de 
la muerte de la persona retratada". 
Si bien el art. 31 no lo dice, la persona tiene un derecho anterior: a que no se fije su 
imagen sin su autorización, aunque no se publique, ya que la fijación es por sí misma un 
acto de reproducción. Sin embargo, reiteramos que se trata de un derecho de la 
personalidad distinto del que surge de un acto de creación intelectual y, por lo tanto, no 
tiene la naturaleza propia de un derecho de autor. Como resulta de algunos de los fallos 
que reseñamos más adelante, vinculado con el derecho a la publicación de la imagen se 
encuentra el derecho a la intimidad tutelado por el art. 1071 bis del Código Civil. 
Como se dijo, el derecho de las personas retratadas se rige por las nor¬mas del derecho 
común, al que pertenece el art. 31 de la ley 11.723, pese a su ubicación en esta última. 
También deben tomarse en cuenta las regula¬ciones que emergen de las convenciones 
colectivas de trabajo de los mode¬los profesionales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Capítulo II 
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“EVOLUCIÓN DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL EN EL MUNDO” 
 
Sumario: 1. La arquitectura internacional de la propiedad intelectual. 2. La expansión de  
la propiedad intelectual en América Latina y el Caribe. 3. América Latina y el sistema 
internacional de protección a la propiedad intelectual. 4. El intento de revisión del 
Convenio de París. 5. Un tratado complementario al Convenio de París en materia de 
patentes. 
 
1. La arquitectura internacional de la propiedad intelectual 
Con anterioridad al Convenio de París y al Convenio de Berna la protec¬ción 
internacional de la propiedad intelectual prácticamente no existía. Ella estaba 
circunscrita exclusivamente a los territorios en los cuales existían le¬yes nacionales o 
acuerdos bilaterales basados en el principio de reciproci¬dad. Pareciera ser que en el 
Congreso de Viena de 1815 se encuentra el primer indicio de una protección 
internacional (particularmente de la propiedad literaria y artística) que comprendió a los 
Estados integrantes de la confede¬ración germánica . 
En su desarrollo desde fines del siglo XIX hasta la fecha, la llamada arqui¬tectura 
internacional cubre una serie de instrumentos internacionales de cor¬te tanto sustantivo 
como de facilitación de registros internacionales y de cla¬sificación. Ellos dicen relación 
a todo el abanico de las categorías de dere¬chos.  
A los 23 tratados mencionados, administrados por la OMPI, se les han agregado las 
denominadas "Recomendaciones Conjuntas", que fue una fórmula legal adoptada a fin 
de recoger los cambios en el ámbito de la propiedad industrial, considerando nuevas 
opciones para acelerar la elaboración de principios internacionales comunes y 
armonizados. Se trata de un mecanismo que no es vinculante, y los países pueden 
adoptarlas total o parcialmente, de la manera en que cada uno estime más conveniente. 
Esta práctica fue adoptada: 
"En vista de los imperativos prácticos para el desarrollo acelerado y la aplicación de 
ciertos principios y normas internacionales comunes y armonizados del derecho de la 
propiedad industrial, la estrategia futura en el marco de esta partida principal incluye la 
consideración de medios que complementen el enfoque basado en los tratados [...]. Si los 
Estados miembros juzgan de interés proceder de esta forma, se podrá adoptar un enfoque 
más flexible de la armonización de los principios y normas en materia de propiedad 
industrial, así como de la coordinación de la administración, de manera que los 
resultados puedan lograrse y aplicarse más rápidamente, permitien¬do beneficios 
prácticos más inmediatos para los administradores y los usuarios del sistema de la 
propiedad industrial".  
La normativa internacional de la propiedad intelectual se complementa con otras 
convenciones y acuerdos, tanto multilaterales, regionales o subregionales, y acuerdos 
bilaterales de libre comercio. En el ámbito regional, cabe destacar el acuerdo que 
constituyó la Organización Africana de la Propiedad Industrial (ARIPO), la 
Organización Africana de la Propiedad Intelectual (OAPI) y el acuerdo que constituyó la 
Organización Europea de Patentes (EPO). En el ámbito subregional, pueden citarse en la 
región las normativas de la Comu¬nidad Andina de Naciones y los acuerdos de libre 
comercio, como el Acuerdo de Estados Unidos con CAPTA y el Acuerdo de Libre 
Comercio de América del Norte (NAFTA). 
 
2. La expansión de la propiedad intelectual en América Latina y el Caribe 
Los países de la región entran en los albores del desarrollo moderno de la propiedad 
intelectual a fines del siglo XIX, influidos ciertamente por lo que ocurría en Europa, 
especialmente en Francia. La primera ley data de 1820 en México. La propiedad 
intelectual, particularmente el derecho de autor y la propiedad industrial, se expanden 
siguiendo los modelos de las grandes con¬venciones internacionales. 
Sin embargo, la década de 1970 marca un hito importante en el desarrollo de la 
propiedad industrial en América Latina. Irrumpe en esos años un movi¬miento crítico al 
sistema, especialmente respecto de los costos y beneficios de las patentes. Las leyes que 
se dictaron durante este período toman en cuenta muchas de las críticas y distorsiones 
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que se adjudicaban al sistema de patentes. En esta época se dictan leyes de patentes de 
gran impacto regional. 
A nivel subregional, deben destacarse la Decisión 24 sobre Régimen Co¬mún al 
Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, Li¬cencias y Regalías, 
y la Decisión 85 sobre el Reglamento para la Aplicación de las Normas de Propiedad 
Industrial, ambas, de la Comisión del Acuerdo de Cartagena. La Decisión 24 de 1969 
sobre un estatuto común para el tratamiento a la inversión extranjera, transferencia de 
tecnología y propiedad industrial, constituye un momento clave en este proceso de 
reforma, no sólo para la subregión, sino para el mundo. 
La implementación, tanto de la Decisión 85 como de las decisiones que la modificaron, 
fue dispar y poco uniforme, y distó mucho de producir los resulta¬dos que de tal 
régimen se esperaba. Quizás el mayor mérito de estas dos decisio¬nes fue el de 
contribuir a despertar un mayor interés, entre los países de la subre¬gión, por el sistema 
de la propiedad industrial y su incidencia en el desarrollo económico. El régimen que 
propugnaba el Acuerdo de Cartagena representaba, de alguna manera, lo que en los 
setenta eran las aspiraciones regionales en materia de propiedad intelectual. Ellas 
reflejaban el pensamiento político del momento y el análisis crítico que economistas y 
cientistas políticos articulaban sobre las políticas de desarrollo y estado de dependencia 
tecnológi¬ca regional. Este reformismo respondía a expresiones manifestadas en varios 
círculos de América Latina y el Caribe, incluidos la OEA e INTAL (Banco 
Interamericano), que expresaban su disconformidad con respecto a cómo el sistema de 
patentes, en particular, era inoperante y no respondía a las necesidades de promover el 
desarrollo tecnológico endógeno. 
En los países no afectados por la ola de reformas de los años 1970, la legis¬lación en 
general, databa de fines del siglo XIX o del primer cuarto del siglo XX. Muchas de las 
leyes que se habían dictado en la región estuvieron influidas especialmente por las leyes 
francesas de 1791 y 1844. Esta última contenía una enumeración de las invenciones 
patentables y establecía un plazo de 5, 10, o 15 años de duración, a voluntad del 
solicitante. Las invenciones, en la mayoría de los casos, se concedían sin examen previo 
. 
 
3. América Latina y el sistema internacional de protección a la propiedad intelectual 
La propiedad intelectual, a imagen de los grandes tratados internacionales clásicos, fue 
difundiéndose rápidamente por el mundo. Si, a la fecha de la Convención de París, 
menos de 30 países disponían de instrumentos de protección a la propiedad intelectual, 
hoy en día, es imposible concebir un país que no la proteja en alguna de sus diversas 
manifestaciones. América Latina y el Caribe fueron adoptando sus regímenes sobre 
propiedad intelectual, que, en general, no sufrieron mayores cambios hasta la racha de 
reformas de la década de 1970. Este proceso tiene un momen¬to culminante en la 
Conferencia CACTAL, convocada por la OEA en Brasilia, que adopta el Consenso 
Latinoamericano sobre Ciencia, Tecnología y Desa¬rrollo (1972) donde se cuestiona, 
entre otros, el funcionamiento del sistema de patentes. El Consenso proclama que los 
regímenes sobre propiedad intelec¬tual no solamente han resultado inadecuados para los 
países, sino que: 
"en cambio, han sido aprovechados por las empresas exportadoras de tecnología para 
imponer pautas de consumo y obtener privilegios en la producción, la distribución y el 
comercio exterior". 
El Consenso recomendaba la revisión de los regímenes nacionales y los tratados sobre 
patentes y marcas, a fin de promover su adecuación a los obje¬tivos de desarrollo 
económico y social de los países . 
A pesar de la expansión territorial de los regímenes sobre propiedad inte¬lectual, 
América Latina y el Caribe mantuvieron una posición de absoluta reserva respecto de los 
tratados clásicos. A mediados de los años 1960 sólo cinco países de la región eran 
miembros del Convenio de París (Brasil, Cuba, México, República Dominicana y 
Trinidad &Tobago). Brasil es el único miem¬bro original del Convenio que ha 
mantenido tal status hasta el día de hoy. Ecuador, El Salvador y Guatemala también lo 
fueron, pero retiraron su membresía pocos años después de su adhesión, 
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reincorporándose sólo en 1999,1994 y 1998, respectivamente. Argentina y Uruguay sólo 
adhirieron en 1967 y Venezuela lo hizo en 1995. 
Con respecto al Convenio de Berna, la situación es parecida. A mediados de la década 
de 1960 ningún país de América Latina y el Caribe, con excepción de Brasil que adhirió 
en 1922, era miembro de dicho Convenio. La gran ma¬yoría de los países adhieren a 
comienzos de la década de 1990. Esto no debe¬ría extrañar, considerando que los 
Estados Unidos de América adhiere al Convenio de Berna sólo a fines de los años 1980. 
Un cambio sustancial se produce a mediados de la década de 1980. A nues¬tro juicio, 
tres hechos importantes marcarán este período y el preludio de los grandes cambios de la 
década siguiente. Primero, el intento de introducir mo¬dificaciones al Convenio de París 
en materia de patentes; segundo, las negocia¬ciones para un nuevo tratado sobre 
patentes y, tercero, el inicio de la Ronda Uruguay, que culminará con el Acuerdo de 
Marrakech de 1994 en que se adop¬tará el ADPIC. 
 
4. El intento de revisión del Convenio de París 
En 1974 los órganos competentes de la OMPI, institución encargada de la 
administración del Convenio de París , deciden iniciar una nueva revisión del Convenio. 
Por primera vez en su historia, la revisión de este tratado era solicitada por países en 
desarrollo que consideraban que debía modificarse para adecuarse precisamente a sus 
necesidades de desarrollo. De hecho, cuan¬do se lanzó, la iniciativa estuvo basada en 
una propuesta de la India, como consecuencia de una reunión oficiosa de delegaciones 
de países en desarrollo, que fue seguida de una propuesta del Reino Unido, en nombre 
de los países desarrollados . Fue, quizás, la primera vez que un grupo importante de 
países en desarrollo demostraba un interés efectivo en una iniciativa interna¬cional 
relativa a la propiedad industrial. Durante los debates, se hizo no sólo un análisis 
exhaustivo de las disposiciones del Convenio, sino también de los principios que lo 
inspiraban, así como de todo el sistema de la propiedad intelectual. La realidad de los 
países en desarrollo, la necesidad de que la pro¬piedad intelectual contribuyera 
efectivamente al desarrollo económico por medio de la transferencia de tecnología, y los 
abusos que el sistema de paten¬tes conllevaba, fueron objeto de extensos debates. 
Los trabajos iniciales estuvieron a cargo de un Grupo de Expertos Guber¬namentales 
que se reunió en cinco oportunidades entre 1975 y 1978. En su segunda reunión, el 
Grupo aprobó una declaración en la cual se establecie¬ron los objetivos de la revisión 
del Convenio de París, entre ellos, "reconocer en todos sus aspectos las necesidades de 
desarrollo económico y social de los países, y asegurar un justo equilibrio entre esas 
necesidades y los dere¬chos conferidos por las patentes." Se estableció igualmente que 
toda nueva orientación en materia de propiedad industrial y del Convenio de París y de 
las leyes tipo para los países en desarrollo, deberían realizarse teniendo en cuenta 
especialmente esos objetivos. El Grupo identificó 14 cuestiones fun¬damentales que una 
futura revisión debería considerar.  
El Grupo Intergubemamental no logró un acuerdo concreto sobre la reforma del 
Convenio de París. Sin embargo, en 1980 fue convocada en Ginebra, la Pri¬mera 
Conferencia de Revisión. Originalmente se había acordado que la revisión del Convenio 
de París abarcaría las 14 cuestiones fundamentales. La primera reunión estuvo 
principalmente dedicada a la aprobación del regla¬mento de la Conferencia. La segunda 
Conferencia, en Nairobi (1981), estuvo consagrada a la discusión de las propuestas de 
modificación relativas a los artí¬culos sobre certificados de inventor, explotación de la 
patente, patentes de pro¬cedimiento. Una tercera Conferencia fue celebrada en Ginebra 
en octubre de 1982, y una cuarta el año siguiente, sin que se alcanzaran resultados 
concretos. 
En breve, la revisión del Convenio de París iniciada en 1974 no dio frutos. Este fallido 
proceso de revisión es señalado por algunos observadores como uno de los factores que 
precipitan la iniciativa de incluir el tema de la propiedad intelectual en la próxima ronda 
de negociacio¬nes comerciales del GATT, a lanzarse en Punta del Este, Uruguay, en 
1986 . 
 
5. Un tratado complementario al Convenio de París en materia de patentes 
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En pleno proceso de revisión del Convenio de París, en Junio de 1983, el Director 
General de la OMPI formuló una propuesta a los Órganos Rectores de la organización 
para la consideración de un nuevo tratado sobre el dere¬cho de patentes, relativo 
particularmente a los efectos legales de la comuni¬cación al público de una invención 
por el inventor en una fecha anterior a la presentación de una solicitud. Rápidamente el 
Comité de Expertos encarga¬do de tratar el tema constató que no era posible considerar 
este aspecto sin abarcar otras cuestiones relacionadas. Se forma así un Comité de 
Expertos para la armonización de ciertas disposiciones sobre el derecho de patentes. Este 
Comité se reunió once veces entre 1984 y 1991. Sobre la base de este proceso gradual de 
expandir su ámbito de aplicación, la propuesta de tratado sobre el derecho de patentes 
incluyó una serie de materias que eran percibi¬das de manera diferente en el derecho 
interno de los países miembros, y sobre las cuales los países diferían en el grado de 
armonización que desea¬ban alcanzar. Este era el caso, por ejemplo, respecto de la 
concesión de la patente al primer solicitante o al primer inventor, cuestión que dividía y 
sigue dividiendo a EEUU, del resto del mundo. 
Obviamente la negociación de un nuevo tratado complementario al Con¬venio de París 
en materia de patentes se contradecía con las aspiraciones de muchos países en 
desarrollo durante el proceso de revisión de dicho Conve¬nio. Las discusiones de un 
tratado complementario coincidieron igualmente con las negociaciones de la Ronda de 
Uruguay, y se frustraron, en gran medida, por el impulso que adquirieron estas últimas .  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Capítulo III 
 
“PROTECCIÓN DE INVENTOS BIOTECNOLÓGICOS” 
 
Sumario: 1. Introducción. 2. Argentina. 3. Reunión en Ginebra. 4. Jurisprudencia. 
 
1. Introducción 
En los últimos años se han incrementado notablemente las in¬vestigaciones en el campo 
de la biotecnología. Tal como se define comúnmente, la biotecnología puede ser 
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considerada como la apli¬cación de organismos vivos, sistemas o procesos biológicos a 
la solución de problemas inherentes a la comunidad. Por supuesto, la biotecnología 
abarca una serie de especialidades, entre las que toma cada vez mayor importancia la 
biología molecular, que a su vez en combinación con otras ramas de la ciencia dio lugar 
a la inge¬niería genética. 
Como toda ciencia en avance rápido e intenso, la biotecnología precisa de un ámbito que 
asegure al investigador la adecuada pro¬tección de su obra, y estimule el desarrollo de 
nuevos proyectos a partir de la misma. 
El sistema de patentes de invención, originado por otras nece¬sidades, cumple, 
indudablemente, con este objetivo, ya que le per¬mite al investigador, por una parte, 
gozar de la exclusividad de su obra durante un período de tiempo determinado, y por 
otra parte, a través de la publicación del invento permite, además, el conoci¬miento 
público del arte, de manera que posibilita y estimula nuevas investigaciones basadas en 
el mismo, acelerando de ese modo el progreso de la ciencia. 
Como es sabido, la biotecnología tiene aplicación en los campos más variados, es decir, 
industrial, farmacéutico, de la alimentación, agropecuario, control del medio ambiente, 
etcétera. 
 
2. Argentina 
La República Argentina posiblemente es uno de los países más dependientes del 
desarrollo de la biotecnología, ya que es sabido que nuestro país presenta una gran parte 
de sus fuentes de produc¬ción en el campo, tanto para el consumo interno como para la 
expor¬tación. Es justamente hacia el sector agropecuario donde están dirigidas 
actualmente muchas de las investigaciones de tipo biotecnológico . 
Estas investigaciones proporcionan medios de avanzada que conducen en muchos casos 
a sustanciales mejoras de los productos, y que, en general, no son muy costosos. 
Entre las aplicaciones biotecnológicas adaptables al área agro¬pecuaria, se destacan las 
relacionadas con procedimientos esencial¬mente biológicos para propagar especies 
conocidas o desarrollar nuevas variedades de plantas, y más recientemente, para 
produ¬cir nuevas variedades animales. Además, son aplicables en este sector, drogas, 
animales y vegetales, reactivos de diagnósticos, hormonas, vacunas, etc., obtenidos a 
través de procesos biotecno¬lógicos. Más particularmente, es de vital importancia en 
estas investigaciones la ingeniería genética, ya que, básicamente, la in¬formación 
genética de un ser vivo, es decir, los genes, se encuentra distribuida a lo largo de la 
molécula de ADN (ácido desoxirribonucleico). En los procedimientos de recombinación, 
los segmentos de información genética de un ser vivo pueden combinarse con los de otro 
ser vivo, obteniéndose nuevas características de vida. 
Los primeros estudios genéticos se llevaron a cabo sobre vege¬tales, pero como éstos se 
componen de diversas formas de ADN, las investigaciones se hicieron lentas y 
complicadas. Posterior¬mente, alrededor de 1940, se estudiaron con mayor éxito 
bacterias, aprovechando que éstas poseen una sola forma de ADN, hasta que en 1973 
aparecieron las enzimas de restricción que permitieron ais¬lar concretamente ADN de 
lugares específicos, produciéndose en¬tonces más rápidos y notorios avances en las 
investigaciones gené¬ticas. 
Teniendo en cuenta lo antedicho, es lógico entonces reclamar para nuestro país una 
adecuada legislación en materia de patentes de invención, que contemple los legítimos 
intereses del inventor, y al mismo tiempo estimule las investigaciones nacionales con 
inver¬siones en proyectos relativos a la biotecnología. 
Por supuesto, nuestra antigua ley 111 (ley de patentes), sancio¬nada en 1864, no prevé 
nada en relación a un tema absolutamente desconocido en la época colonial de su 
sanción. Es decir, salvo la prohibición del art, 4° de patentar composiciones 
farmacéuticas, to¬das las otras aplicaciones posibles en este campo serían patentables, 
siempre que de ellas se obtenga un producto o resultado in¬dustrial. 
Al carecer de pautas ténico-legales contundentes, en la actuali¬dad la Oficina de 
Patentes se encuentra en dificultades para inter¬pretar la patentabilidad de inventos 
biotecnológicos. Tampoco hay reglamentaciones internas que aseguren una uniformidad 
de criterios en los examinadores encargados del estudio de las solicitu¬des de patentes. 
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Sin embargo, debe convenirse que no es tarea sencilla redactar una ley o reglamento 
sobre la materia.   En primer lugar, aparte de la exclusión de patentabilidad, actualmente 
vigente para las composiciones   farmacéuticas,   debe   estudiarse   cuidadosamente 
cuáles son las otras creaciones del intelecto que deben ser exclui¬das o no del régimen 
de patentabilidad, y en el caso de las varieda¬des vegetales, cuáles deberían protegerse 
bajo la hipotética nue¬va ley o reglamento, y cuáles bajo la actúa) ley 20.247 de semillas 
y creaciones fitogenéticas (del 30/3/73). En todo caso, los constan¬tes avances y 
descubrimientos que se producen en el campo de la biotecnología llevan el peligro de 
convertir rápidamente en obso¬leta cualquier legislación local que no sea el producto de 
estudios profundos basados en la interpretación de la situación internacio¬nal de 
protección de los inventos biotecnológicos, adaptando lo vi¬gente, si es necesario, a las 
circunstancias imperantes en el país. De cualquier modo, la legislación no se debe 
apartar del principio básico de estimular las investigaciones en el campo de la 
biotec¬nología, y particularmente, hacer atractivas las inversiones en ese área. 
3. Reunión en Ginebra 
En febrero de 1986, en Ginebra, se reunió el Comité de Exper¬tos en inventos y 
propiedad industrial en el campo biotecnológico, convocado por el OMPI (Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual). Según consta en el informe correspondiente , la 
Ar¬gentina participó de esa reunión, en la cual se suscitaron valiosas discusiones acerca 
de cuáles categorías de inventos debían ser o no excluidas de la patentabilidad 
(productos, procedimientos y usos en relación a plantas, animales, microorganismos y 
otros materiales biológicos). En una discusión en general se expresó que la 
biotec¬nología era un campo nuevo emergente, vital y económicamente im¬portante, y 
que, por lo tanto, las invenciones relativas al mismo de¬bían ser adecuadamente 
protegidas por un sistema de propiedad industrial, de manera de dar suficiente incentivo 
a la investigación y desarrollo, y asegurando una adecuada remuneración a las 
inver¬siones, efectuadas a tal fin. 
El Comité de Expertos coincidió con el informe preparado por el OMPI, en cuanto a que 
pese a las divergencias que existían entre varios países en lo relativo al concepto de 
"invención" en el campo biotecnológico, éstas eran superables, y que lo concerniente a 
la protección de organismos vivos no debía ser obstáculo para la ade¬cuada protección 
de invenciones biotecnológicas bajo un sistema de patentes. Más particularmente, la ICC 
(International Chamber of Commerce) afirmó en la reunión este concepto, opinando que 
la uti¬lización del sistema de patentes para proteger invenciones biotec¬nológicas debía 
entenderse en el sentido más amplio. 
La ICC sostuvo también un principio, que pese a no estar específicamente legislado, es 
correctamente interpretado por los examinadores de nuestra Oficina de Patentes, y que 
es la efectiva patentabilidad de microorganismos sintetizados o aislados bajo 
pro¬cedimientos especiales, es decir, no aquellos microorganismos que existen 
naturalmente sin que se los someta a tratamientos ulterio¬res para su obtención o 
aislamiento. Este criterio corresponde también al que se aplica en Japón, Estados Unidos 
y la Comunidad Europea, donde los criterios de invención patentable son bastante 
similares a los de nuestro país. 
Sostuvo asimismo la ICC la patentabilidad de materiales bioló¬gicos claves, como ser 
genes, vectores (p.ej., plásmidos, enzimas, etcétera). También sobre este particular, la 
Oficina de Patentes local mantiene una política coherente con ese criterio que, además, 
se lleva a cabo en Japón, Estados Unidos y la Comunidad Europea. 
No existen tampoco en la práctica local impedimentos prácticos para la protección de 
procedimientos biotecnológicos que conducen a la obtención de productos nuevos o 
conocidos, inclusive de compo¬siciones farmacéuticas, siempre y cuando dichos 
procedimientos sean novedosos en cuanto a su realización. 
Las posiciones más encontradas en la reunión del OMPI se sus¬citaron respecto a la 
protección de variedades de plantas. Sobre este punto, la ICC opinó que no se 
vislumbraban razones de peso que impidieran que las plantas o sus materiales de 
propagación fueran tratados de manera semejante a la de los microorganismos. Agregó 
que el hecho de que las plantas o sus materiales de protec¬ción fueran protegibles bajo 
otras leyes, como ser la de UPOV (Unión Internacional para la Protección de Nuevas 
Variedades de Plantas) u otras, no era razón suficiente para excluirlas automática¬mente 
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de la posibilidad de su patentamiento. Similares discusio¬nes se produjeron cuando se 
debatió la patentabilidad de animales obtenidos por biotecnología, y aquí la ICC reiteró 
los conceptos uti¬lizados para defender la patentabilidad de las plantas, aunque 
reco¬noció expresamente que el tema era controvertido y que, en algu¬nos ámbitos, un 
cambio brusco hacia la patentabilidad podría llegar a ser considerado como prematuro. 
En junio de 1987, en Ginebra, esta vez sin representación de nuestro país, se reunió 
nuevamente el Comité de Expertos a fin de tratar un informe presentado por el 
International Bureau del OMPI, en relación a estudios realizados para una protección 
legal apropiada de inventos biotecnológicos en las áreas de procedimien¬tos, productos 
y sus usos en plantas, anímales, microorganismos y materiales biológicos . 
Los estudios en cuestión incluyeron cuestionarios que fueron remitidos a diversas 
organizaciones gubernamentales e interguber¬namentales requiriendo información sobre 
la situación legal exis¬tente, así como también a organizaciones privadas solicitando sus 
puntos de vista al respecto. En definitiva, el informe se basó en las respuestas a dichos 
cuestionarios, y sometieron a la considera¬ción del Comité de Expertos diecinueve 
sugerencias para ser apli¬cadas a la protección como propiedad industrial de los 
inventos biotecnológicos. Estas sugerencias fueron parcialmente observadas por el 
Comité; en definitiva, lo concreto fue recomendar que bajo cualquier tipo de legislación 
vigente, no se debía excluir de la pa¬tentabilidad a los procedimientos para la 
producción, o uso de plan¬tas, animales, microorganismos o variedades o cepas de los 
mismos, así como tampoco se debía excluir de patentabilidad a los corres¬pondientes 
productos derivados de determinados procedimientos (products by process). 
Como concepto de "aplicabilidad industrial" se recomendó que los procedimientos 
biotecnológicos fueran considerados patentables si podían llevarse a cabo como una 
actividad de una empresa industrial, y su descripción permitiera la reproducibilidad del 
procedi¬miento por una persona experta en el arte. 
Se recomendó también excluir de la patentabilidad a los proce¬dimientos esencialmente 
biológicos, pero dejando constancia que no debían considerarse como tales a los 
procedimientos que constan de varias etapas, entre las cuales por lo menos una no se 
considere como esencialmente biológica. 
Tampoco debían excluirse por esencialmente biológicos aque¬llos procedimientos de los 
cuales la intervención humana compren¬da medidas de carácter técnico, es decir, no 
solamente una mera se¬lección de un material biológico para que actúe en forma 
natural, de acuerdo a sus funciones inherentes. 
Con referencia a la posibilidad de patentar "seres vivos", par¬ticularmente animales, se 
admitió que ciertos fallos judiciales a ni¬vel nacional reconocieron tal patentabilidad, 
pero que un criterio definitivo dependía de las correspondientes condiciones requeridas 
nacionalmente como novedad, mérito inventivo y aplicabilidad in¬dustrial. 
 
4. Jurisprudencia 
Los criterios sustentados por el OMPI se aplican en forma ge¬neral en la mayoría de los 
países, por supuesto, con diferentes ma¬tices que en su mayor parte son el resultado de 
situaciones puntua¬les. Por ejemplo, en Estados Unidos, pese a que se entendía que las 
normas establecidas por la Oficina de Patentes y Marcas prohi¬bían el patentamiento de 
nuevas características genéticas en seres humanos, este criterio comenzó a cambiar en 
base a un fallo de la Corte Suprema, en junio de 1980, en el caso "Diamond v. Chakra-
barty” que invalidó una decisión denegatoria de la Oficina de Pa¬tentes y ordenó la 
concesión de una patente por una bacteria gené¬ticamente modificada para digerir el 
petróleo crudo. El fallo se basó, entre otras razones, en el hecho de que el espíritu de la 
ley de patentes norteamericana era el de proteger "cualquier cosa bajo el sol que fuera 
hecha por el hombre". 
En abril de 1987, la Cámara de Apelaciones de la Oficina de Pa¬tentes decidió en el 
caso in re "Allen” , que los animales multicelu¬lares estaban incluidos en la definición 
de "materia patentable" de la legislación norteamericana. 
El 12 de abril de 1988, con el número 4.736.866, la Oficina de Patentes concedió la 
primera patente por un animal. Se trata de un ratón en el que en sus tejidos embriónicos 
se introdujeron genes de cáncer activados, de manera que el ratón nació con genes de 
cáncer activados en todas sus células. El ratón resultante es ex¬tremadamente sensible a 
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sustancias químicas productoras de cán¬cer y desarrolla rápidamente tumores, aun si 
está expuesto a pe¬queñas cantidades. En definitiva, el "nuevo" animal es un valioso 
"detector de cáncer", y los ensayos realizados con sustancias quími¬cas causantes de 
cáncer se efectúan en condiciones comparables a las de un ser humano expuesto a las 
mismas condiciones. La des¬cendencia del ratón conserva las características detectoras 
del mismo. 
En realidad, este ratón ya se popularizó en el mundo entero, donde es conocido bajo el 
nombre de "Ratón de Harvard" por haber sido, precisamente, concebido y desarrollado 
en los laboratorios de esa universidad norteamericana. 
En el año 1970, se promulgó en Estados Unidos la PVPA (Acta de Protección de 
Variedades de Plantas) que autoriza el otorga¬miento de certificados (distintos de las 
patentes de invención) a los creadores de nuevas variedades de plantas. 
Por otra parte, también la ley de patentes concede protección por nuevas plantas, lo cual 
parecería una competencia entre ambos tipos de protección. 
En 1985, la Cámara de Apelaciones de Patentes sostuvo en "Ex parte Hidderd et al", que 
las plantas constituyen una materia patentable según lo que se entiende por patentable en 
la legislación norteamericana. 
En cuanto a la situación de la Comunidad Europea, el art. 53 de la Convención de 
Patente Europea excluyó de los derechos de patentabilidad a las variedades de plantas o 
animales y a los pro¬cedimientos esencialmente biológicos para obtener plantas o 
aníma¬les, pero con la aclaración que no se refería a los procedimientos microbiológicos 
y productos de los mismos. Se ha indicado que la razón esencial de la exclusión de las 
variedades de plantas es la de separar concretamente la protección especial de las 
mismas, que surge de la Convención de UPOV, de aquella que pueda obtenerse por 
medio del sistema de patentes. En 1981, se promulgaron nue¬vas normas aclaratorias en 
las que se establecía que los microorga¬nismos per se eran patentables, y que la 
condición de reproducibili¬dad quedaba satisfecha con el cumplimiento de la regla 28, 
referente al depósito de microorganismos de acuerdo a las condiciones esta¬blecidas en 
1977 por el Tratado de Patentes Europea, que decidió que un material de propagación 
para plantas cultivadas tratadas químicamente, sin reivindicar las variedades específicas, 
no estaba en contravención a la prohibición del art. 53 . 
En la interpretación de "microorganismo" asumida por la prác¬tica de la Oficina de 
Patentes Europea se incluyen organismos celu¬lares, tales como bacterias, hongos, 
algas, protozoarios, células ani¬males y vegetales in vitro e hibridomas, y organismos no 
celulares, tales como virus y plásmidos. Como procedimientos microbiológicos, se 
incluyen no sólo a los procedimientos industriales en base a la utilización de 
microorganismos, sino también a los de ingeniería genética. 
Recientemente, en marzo de 1989, y afirmando la tendencia de proteger las creaciones 
relacionadas con plantas, bajo el sistema de patentes, la Oficina de Patentes Europea 
concedió la patente n° 122.791, que incluye reivindicaciones por un vector oscilante de 
ADN y un método para modificar genéticamente células de plantas con empleo de dicho 
ADN. Una de las características de esta pa¬tente es que cubre un procedimiento para 
regenerar plantas de al¬falfa. 
En Hungría, el sistema de patentes establece expresamente protección para variedades 
de plantas y animales, con la condición de que el objeto principal sea distinto, uniforme 
y estable. 
Volviendo a la situación en nuestro, país, es de esperar que evolucione en forma similar 
a la de los ejemplos arriba menciona¬dos. En el caso particular de la ingeniería genética 
aplicada a las plantaciones para cosechar, la misma posibilita el desarrollo de nue¬vas 
plantas con propiedades convenientes. Sin embargo, tal desa¬rrollo es el fruto de una 
multiplicidad, de ensayos, que requieren in¬versiones, a las que se debe otorgar el justo 
premio que merece el trabajo efectuado por el investigador. 
Es así que los ensayos que se efectúan dan lugar a varias cate¬gorías de reivindicaciones 
de métodos y productos de ingeniería ge¬nética que merecen protección en una misma 
patente o en varias, si el requisito de la unidad de invención así lo determinare. Por 
ejemplo, si se aísla un gen de una planta podría haber reivindicacio¬nes destinadas al 
método para separar el gen; al empleo de un gen para fines específicos; al método de 
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introducción de un gen en un ADN foráneo, -material de propagación de plantas; a 
células de plantas; protoplastos, etcétera. 
Actualmente, nuestra Oficina de Patentes intenta derivar la protección en el campo 
vegetal, a la ley 20.247 (ley de semillas). Sin embargo, éste no parece ser el ámbito más 
apropiado para obte¬ner una protección eficiente para desarrollos tan profundos y 
costo¬sos como, por ejemplo, el de la patente europea n° 122.791, que indudablemente 
necesitan de un mayor estímulo para su incentivación. 
 
 
CONCLUSIÓN 
La propiedad intelectual incluye instrumentos legales e institucionales que protegen, 
bajo determinados requisitos, las creaciones del intelecto, u objetos vinculados a la 
actividad creativa.  
Tradicionalmente la propiedad intelectual ha comprendido dos grandes ramas: la 
propiedad intelectual propiamente dicha (derecho de autor) y la propiedad industrial 
(patentes, modelos de utilidad, etc.). 
El desarrollo de nuevas tecnologías y las tendencias más recientes han hecho que la 
distinción tradicional entre creaciones con valor industrial y obras literarias y artísticas 
haya ido perdiendo relevancia. 
En los últimos años se han incrementado notablemente las in¬vestigaciones en el campo 
de la biotecnología. Tal como se define comúnmente, la biotecnología puede ser 
considerada como la apli¬cación de organismos vivos, sistemas o procesos biológicos a 
la solución de problemas inherentes a la comunidad. Por supuesto, la biotecnología 
abarca una serie de especialidades, entre las que toma cada vez mayor importancia la 
biología molecular, que a su vez en combinación con otras ramas de la ciencia dio lugar 
a la inge¬niería genética. 
Como es sabido, la biotecnología tiene aplicación en los campos más variados, es decir, 
industrial, farmacéutico, de la alimentación, agropecuario, control del medio ambiente, 
etcétera. 
La República Argentina posiblemente es uno de los países más dependientes del 
desarrollo de la biotecnología, ya que es sabido que nuestro país presenta una gran parte 
de sus fuentes de produc¬ción en el campo, tanto para el consumo interno como para la 
expor¬tación. Es justamente hacia el sector agropecuario donde están dirigidas 
actualmente muchas de las investigaciones de tipo biotecnológico. 
Teniendo en cuenta lo antedicho, es lógico entonces reclamar para nuestro país una 
adecuada legislación en materia de patentes de invención, que contemple los legítimos 
intereses del inventor, y al mismo tiempo estimule las investigaciones nacionales con 
inver¬siones en proyectos relativos a la biotecnología. 
 
En definitiva, la conclusión de Roth es rectora para los países en general, y resume lo 
antedicho, cuando dijo: "La legislación vi¬gente que no ha sido diseñada teniendo en 
cuenta los inventos bio-tecnológicos, debe ser interpretada de la manera más amplia, 
para incluir la mayor cantidad posible de aspectos de una invención, de manera de 
otorgar protección adecuada en esta nueva tecnología, particularmente en biotecnología 
de plantas" . 
Es de desear que este criterio también prime en nuestro país. 
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